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Señores 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ  
SECCIÓN PRIMERA 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
admin03bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Carrera 57 N° 43-91 Sede CAN  
BOGOTA D.C.--COLOMBIA 
 
Asunto: Radicación:   20-326529- -6-0 
  Trámite:   182 
  Evento:    362 
  Actuación:  343 
  Folios:   124 
 
Radicado:  11001-3334-003-2020-00045-00 
Acción:              Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: EMPRESA DE TELÉFONOS DE BOGOTÁ S.A. ESP 
Demandado:  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
Asunto:  Contestación de la Demanda  
 
 
Respetados Doctores;  
 
 
JENNY PATRICIA CARVAJAL CIFUENTES, identificada con la Cédula de Ciudadanía Número 52.804.593 
de Bogotá, abogada portadora de la Tarjeta Profesional número 175424 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en calidad de apoderada especial de la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, tal 
como consta en el poder y los anexos adjuntos; por medio del presente escrito y en cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, de forma respetuosa procedo a dar contestación a la demanda de la referencia, en los 
siguientes términos: 
 
 

I. DETERMINACIÓN DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DEMANDADA 
 
La Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) es un organismo de carácter técnico, con personería 
jurídica1, adscrita al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, creada mediante Decreto 623 de 1974 y 
reestructurada por medio de los Decretos 2153 de 1992, 3523 de 2009 y 4886 de 2011. 
 
Así mismo, es menester manifestar que para efectos judiciales la representación de la Superintendencia de 
Industria y Comercio le fue delegada a la Dra. JAZMIN ROCIO SOACHA PEDRAZA,  mediante la Resolución 
No. 77514 del 10 de noviembre 2016, quien se desempeña en la mencionada Entidad como Jefe de la Oficina 
Asesora Jurídica, de conformidad con la Resolución No. 12165 de  2016 y el Acta de Posesión No. 7042 del 16 
de marzo de 2016; y me ha conferido poder especial para actuar dentro del presente proceso. 
 
 

II. OPORTUNIDAD DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 

                                                           
1 La Ley 1151 de 2007, en su artículo 71 le otorgó personería jurídica, asimilándola a un establecimiento público. La Entidad 

empezó a operar como descentralizado a partir del 01 de enero de 2008. 
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En cuanto a la oportunidad en la presentación de la contestación de la demanda, la misma se ajusta al 
término legal dispuesto para tal efecto, teniendo en cuenta lo señalado en los artículo 199 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que en términos generales señala la 
notificación de la admisión de la demanda a las Entidades públicas y a particulares que ejerzan funciones 
públicas, y para el particular interés del presente escrito el artículo antes mencionado señala que conforme 
al termino señalado para la contestación de la demanda comenzará a correr una vez vencido el término 
común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación.  

 
Por su parte, el artículo 172 ibídem señala claramente que: 

 
“ARTÍCULO 172. TRASLADO DE LA DEMANDA. De la demanda se correrá traslado al 
demandado, al Ministerio Público y a los sujetos que, según la demanda o las actuaciones 
acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso, por el término de treinta (30) días, 
plazo que comenzará a correr de conformidad con lo previsto en los artículos 199 y 200 de este 
Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar 
pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de reconvención.” 
 

De acuerdo al término antes señalado, se debe tener en cuenta que aquel se entenderá por días hábiles y 
sin tener en consideración los días de vacancia judicial, ni aquellos por los que por cualquier circunstancia 
permanezca cerrado el Despacho, esto conforme a lo establecido en el artículo 118 del Código General del 
Proceso, en concordancia con el artículo 62 del Régimen Político y Municipal. 
  
En consecuencia, teniendo en cuenta que la demanda y el auto admisorio de la demanda le fue notificado a 
la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, en los términos del artículo 199 de la Ley 1437 de 
2014, modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso, mediante correo electrónico remitido 
y recibido el martes 08 de septiembre de 2020, el término de 25 días previo al de traslado de la demanda, 
empezó a correr desde el día 09 de septiembre de 2020 y venció el 14 de octubre de 2020.  
 
Así las cosas, el término de traslado de treinta (30) días corrió a partir del día jueves 15 de octubre de 2020, 
finalizando el día 27 de noviembre de 2020, periodo dentro del cual se radica el presente escrito de 
contestación, encontrándose en oportunidad la presente defensa para todos los efectos que en derecho 
corresponden.              
 
  

III. FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Respetuosamente me permito solicitarle al Honorable Juez, se sirva negar todas las pretensiones y 
condenas solicitadas por la actora en contra de la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, 
por cuanto carecen de asidero jurídico y sustento legal para que prosperen, lo anterior, por las razones que 
más adelante se expondrán. 
 
 

IV. FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
Acorde con el contenido del escrito de la demanda, en consideración a la información obrante en la actuación 
refutada, me permito pronunciarme frente a los hechos denunciados por el actor, en los siguientes términos: 
 
PRIMERO. Es cierto. Con Resolución No. 36643 del 13 de junio de 2016, la Superintendencia de Industria y 
Comercio inicio investigación administrativa mediante formulación de cargos contra EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P. 
 
SEGUNDO. Es cierto. Por cuanto el 24 de junio de 2016, se presentaron descargos por parte de EMPRESA 
DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P., sin embargo, quedo demostrado que el 
cumplimiento a las pretensiones de la usaría se dio de manera tardía. 
 



 

 
 
 
 
 
 
 

TERCERO. Es cierto. Mediante Resolución No. 85 del 04 de enero de 2019, la Superintendencia de Industria y 
Comercio impuso sanción a la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P. por un 
valor de $86.952.180, equivalente a 105 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
CUARTO. Es cierto. El 04 de febrero de 2019, la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. 
E.S.P. presento recurso de reposición y en subsidio apelación en contra de la Resolución No. 85 del 04 de 
enero de 2019. 
 
QUINTO. Es cierto. La Dirección de Investigaciones de Protección de Usuarios de Servicios de 
Comunicaciones por medio de la Resolución No. 23768 del 27 de junio de 2019, resolvió el recurso de reposición 
interpuesto, modificando el artículo primero imponiendo una sanción pecuniaria a la EMPRESA DE 
TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P. por un valor de $70.389.860, equivalente a 85 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, en lo demás confirmó la Resolución No. 85 del 04 de enero de 2019. 
 
SEXTO. Es cierto. La Superintendente Delegada para la Protección del Consumidor, por medio de la Resolución 
No. 53247 del 09 de octubre de 2019, desatando el recurso de apelación interpuesto por la demandante 
confirmó la Resolución No. 85 del 04 de enero de 2019, en los términos en que fue modificada por la Resolución 
No. 23768 del 27 de junio de 2019. 
 
SEPTIMO. Es cierto.  La Resolución No. 53247 del 09 de octubre de 2019, quedo debidamente ejecutoriada el 
25 de octubre de 2019. 
 
 

 V.  RAZONES DE LA DEFENSA 
 

 
5.1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS. 

La Superintendencia de Industria y Comercio inició investigación administrativa mediante Resolución No. 
36643 del 13 de junio de 2016, una vez abierta la actuación administrativa antes referida se concedió a la 
investigada un término de 10 días, para que rindiera descargos y aportara o solicitara las pruebas que 
pretendía hacer valer a lo largo de la actuación administrativa, dicho requerimiento fue atendido por la 
empresa demandada el 24 de junio de 2016.  

Esta Superintendencia después de haber estudiado la documentación aportada por la investigada, mediante 
la Resolución No. 80712 del 23 de noviembre de 2016, decretó pruebas, las cuales le permitieron determinar 
sin lugar a dudas que la empresa de telecomunicaciones había vulnerado el régimen de protección a 
usuarios de servicios de comunicaciones consagrado en la ley 1341 de 2009, así como en los literales g) y 
h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución CRC 3066 de 2011.  

En consideración a lo anteriormente expuesto la Superintendencia de Industria y Comercio en uso de sus 
facultades legalmente conferidas, mediante Resolución No. 85 del 14 de enero de 2019, procedió a imponer 
sanción por la vulneración a lo dispuesto en los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 de la Ley 1341 de 
2009, respectivamente, así como en los literales g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución 
CRC 3066 de 2011, por la suma de OCHENTA Y SEIS MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y DOS 
MIL CIENTO OCHENTA PESOS (S86.952.180), equivalente a 110 S.M.M.L.V. 

Frente a la decisión mencionada en el párrafo anterior, la empresa demandante presentó los recursos de 
reposición y en subsidio de apelación el día 04 de febrero de 2019, al respecto es importante precisar que el 
recurso de reposición fue resuelto mediante la Resolución No. 23768 del 27 de junio de 2019, que modificó el 
artículo primero imponiendo una sanción pecuniaria a la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE 
BOGOTÁ S.A. E.S.P. por un valor de $70.389.860, equivalente a 85 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, en lo demás confirmó la Resolución No. 85 del 04 de enero de 2019.  

Posteriormente mediante Resolución No. 53247 del 09 de octubre de 2019, se resolvió el recurso de apelación 
donde se confirmó la Resolución No. 85 del 04 de enero de 2019, en los términos en que fue modificada por la 
Resolución No. 23768 del 27 de junio de 2019. 



 

 
 
 
 
 
 
 

5.2.  DE LA LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ACUSADOS. 

De manera general podemos decir que el principio de legalidad consiste en la estricta relación que debe 
existir entre la actuación de la administración y el ordenamiento jurídico, y es así como todos los actos que 
expida una autoridad administrativa y sus actuaciones, deben respetar y adecuarse a los preceptos 
contenidos en las normas jurídicas que le sean jerárquicamente superiores. 
 
Al respecto, tenemos que la doctrina más autorizada señala: 
 

"(...) toda actuación del poder tenga que estar cubierta por una ley previa es el principio técnico 
de la división de poderes: el Ejecutivo se designa así porque justamente su misión es "ejecutar" 
la ley, particularizar sus mandatos en los casos concretos; la distinción entre los poderes 
Legislativos y Ejecutivo da al primero la preeminencia y limita al segundo a actuar en el marco 
previo trazado por las decisiones de aquél, esto es, por las leyes. Lo mismo ocurre con el poder 
judicial, que deja de ser un poder libre, supuesta expresión directa de la soberanía y con la 
misma fuerza creadora que el poder normativo supremo, para quedar definitivamente 
legalizado, sometido a la ley. 
 
Es a esta técnica estructural precisa a lo que se llama propiamente principio de legalidad de la 
Administración; ésta está sometida a la ley, a cuya ejecución limita sus posibilidades de 
ejecución (...)2  
 

En el presente caso tenemos qué con la expedición de las resoluciones demandadas, no se incurrió en 
ninguna de las violaciones a las normas Constitucionales y Legales alegadas por la sociedad E.T.B. S.A. 

E.S.P., pues fueron expedidas por la autoridad competente, observando las formalidades y trámites 
establecidos por la Ley y con el único fin de cumplir con las facultades otorgadas especialmente en el 
Decreto 4886 de 2011 y la Ley 1341 de 2009, como son ejercer la vigilancia y control de los servicios 
prestados a los usuarios en comunicaciones, velar por la observancia de las disposiciones sobre la 
protección a suscriptores, usuarios y consumidores de los servicios de telecomunicaciones y dar trámite a 
las quejas o reclamaciones que se presenten; dar trámite y decidir las investigaciones en contra de 
proveedores de servicios de telecomunicaciones por presuntas infracciones al régimen de protección a 
usuarios de los servicios de telecomunicaciones y adoptar las medidas y sanciones que correspondan de 
acuerdo con la ley, resolver los recursos de apelación interpuestos en contra de las decisiones proferidas 
en primera instancia por los proveedores de los servicios de telecomunicaciones, así como el de queja, en 
los casos que corresponda, reconocer los efectos del silencio administrativo positivo en los casos de 
solicitudes no atendidas por los operadores dentro del término legal, entre otros. 

Cabe advertir que de los documentos obrantes en el expediente administrativo No. 16-42734  y contentivo 
de la actuación administrativa cuestionada en el presente proceso, es inexorable concluir que la SIC como 
Autoridad Administrativa Competente para ejercer la vigilancia, control y protección de los derechos de los 
usuarios de servicios de comunicaciones, se ajustó plenamente al trámite en las reglas especiales 
contempladas en la Ley 1341 de 2009 y el Decreto 4886 de 2011, y en especial lo establecido en los 
numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 de la Ley 1341 de 2009, respectivamente, así como en los literales 
g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución CRC 3066 de 2011, garantizándole a la EMPRESA 
DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P.  en adelante E.T.B. S.A. E.S.P. sus derechos al 
debido proceso, de defensa y de contradicción.  

Por otro lado, frente al concepto de violación invocado por la sociedad E.T.B. S.A. E.S.P., en el capítulo V 
de su demanda, basta con señalar que el sentido de los actos administrativos de los que deriva la 
inconformidad de la sociedad E.T.B. S.A. E.S.P., obedeció a un análisis de rigor impartido por mi prohijada 
frente a las pruebas que fueron allegadas a la actuación administrativa, y frente a ello, los criterios propios 
que rigen éste tipo de actuaciones, de lo cual se extrajo que la E.T.B. S.A. E.S.P., sin lugar a dudas, 
transgredió lo establecido en los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 de la Ley 1341 de 2009, 

                                                           
2 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón. Curso de Derecho Administrativo, 1.1. Madrid, Civitas, 1986, 

p. 411. 



 

 
 
 
 
 
 
 

respectivamente, así como en los literales g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución CRC 
3066 de 2011, infracción que por mandato legal debía ser sancionada por la SIC, como efectivamente lo 
hizo por medio de la Resolución No. 85 de 2019, la cual fue modificada por la Resolución No. 23768 de 2019, 
en el sentido de reducir la sanción a un valor de $70.389.860, equivalente a 85 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes confirmando en lo demás la resolución impugnada, y la Resolución No. 53247 de 2019, 
que resolvió recurso de apelación confirmando la Resolución No. 85 de 2019, en los términos en que fue 
modificada por la Resolución No. 23768 de 2019, por ser la Entidad responsable de la vigilancia y control de 
la protección de los derechos de los usuarios de los servicios de comunicaciones.  

En ese orden de ideas, fue precisamente con los actos administrativos anteriormente mencionados que mi 
prohijada concluyó que la conducta de la sociedad demandante daba lugar a la aplicación de las 
consecuencias jurídicas establecidas en la Ley 1341 de 2009, por haber incurrido en la vulneración de lo 
dispuesto en los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 ibídem, respectivamente, así como en los literales 
g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución CRC 3066 de 2011, razón por la cual no puede 
alegarse, de modo alguno, que los actos administrativos objeto del presente proceso están viciados de 
nulidad como erradamente lo manifiesta la demandante.  

Así las cosas, las decisiones adoptadas por mi representada se profirieron acorde con las disposiciones 
existentes en materia de protección a los usuarios de los servicios públicos de comunicaciones, en especial 
con lo señalado en la Ley 1341 de 2009, siendo así que las actuaciones administrativas adelantadas por la 
SIC en la respectiva actuación administrativa, se efectuaron con observancia de los principios 
constitucionales del debido proceso, el derecho de defensa y de contradicción de la sociedad investigada, 
sin que esta pueda alegar que por el simple hecho de que las resultas de la valoración probatoria derivaran 
en una decisión adversa a los intereses de la E.T.B. S.A. E.S.P., signifique que no fuera escuchada su 
defensa, ni valoradas las pruebas aportadas al trámite administrativo, habida cuenta que, como fuera 
expuesto anteriormente, fue definida claramente la transgresión a la normatividad que rige el régimen 
jurídico de protección al usuario, en lo que se refiere a servicios de comunicaciones. 

Por otro lado, revisada la sanción impuesta se colige que la misma se encuentra dentro de los parámetros 
legales establecidos en el artículo 65 de la Ley 1341 de 2009, así: 

“ARTÍCULO 65. Sanciones. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil en que pueda 
incurrir el infractor, la persona natural o jurídica que incurra en cualquiera de las infracciones 
señaladas en el artículo 64 de la presente ley, será sancionada, además de la orden de 
cesación inmediata de la conducta que sea contraria a las disposiciones previstas en esta ley, 
con:  
 
1. Amonestación.  
2. Multa hasta por el equivalente a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales para 
personas naturales.  
3. Multa hasta por el equivalente a quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales 
para personas jurídicas.  
4. Suspensión de la operación al público hasta por dos (2) meses.  
5. Caducidad del contrato o cancelación de la licencia, autorización o permiso”.  (Subraya fuera 
de texto). 
 

Conforme con lo anterior, no puede señalar la sociedad demandante que la sanción que le fue impuesta es 
desproporcionada, máxime cuando su monto lo determinó la gravedad de su conducta, la naturaleza de su 
infracción y la Entidad de la garantía socavada.  En consecuencia, el fundamento legal de los actos 
administrativos objeto del presente trámite se ajustan plenamente a derecho, y a lo establecido en las 
normas legales vigentes en materia de protección a los usuarios de servicios de comunicaciones, razón por 
la cual están debidamente motivados y no son nulos como mal lo refiere la E.T.B. S.A. E.S.P. 

Así mismo, debe resaltarse que el extremo actor no expone un argumento que desvirtué la presunción de 
legalidad de los actos demandados, razón por la cual los cargos de violación a las leyes señaladas en la 
demanda no están llamados a prosperar. 



 

 
 
 
 
 
 
 

Dicho lo anterior, a continuación, procederé a desvirtuar todos y cada uno de los cargos de violación de la 
demanda, con el fin de lograr de parte de su Despacho, si a bien lo tiene, que en el presente caso se profiera 
sentencia desestimatoria de las pretensiones contenidas en el escrito demandatorio. 
 
5.3. FRENTE A LA INEXISTENCIA DE VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO AL DESCONOCER EL 
TRAMITE DADO AL CASO CONCRETO 

El debido proceso como derecho fundamental de nuestra Carta Política, ha sido definido por la Corte 
Constitucional en sentencia C-341 /14 M.P. M.P. Mauricio González Cuervo, como: 

"El debido proceso como derecho fundamental, se encuentra consagrado expresamente en el 
artículo 29 de la Constitución Política, y como primer elemento cabe resaltar su aplicación no 
solo para los juicios y procedimientos judiciales, sino también para todas las actuaciones 
administrativas, cuando establece que: "El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales o administrativas". La jurisprudencia de esta Corporación ha precisado 
que la extensión del debido proceso a las actuaciones administrativas, tiene por objeto 
garantizar la correcta producción de los actos administrativos, y extiende su cobertura al 
ejercicio de la administración pública, en la realización de sus objetivos y Fines estatales, 
cobijando todas sus manifestaciones, "en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las 
peticiones que realicen los particulares, a los procesos que por motivo y con ocasión de sus 
funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa 
ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias 
administrativas, cuando crea el particular, que a través de ellas se hayan afectado sus 
intereses.  

La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso como el conjunto de 
garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección 
del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se 
respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las 
garantías del debido proceso: 

(i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario acceso 
a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; 

(ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con capacidad o aptitud legal 
para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de 
los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y 
la ley; 

(iii) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y 
adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el 
derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a 
la asistencia de un abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la 
buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; 

(iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige 
que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; 

(v) el derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos 
a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas 
de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y 

(vi) el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre 
deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, 
sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas. 



 

 
 
 
 
 
 
 

Conforme a los criterios señalados por la Corte Constitucional, la Superintendencia de Industria de Industria 
y Comercio en sus decisiones administrativas ha sido por supuesto garante de este derecho fundamental. 

Para el caso en concreto la empresa E.T.B. S.A. E.S.P., tuvo durante la investigación administrativa todas 
las garantías, para que ejerciera sus derechos de defensa y de contradicción, tales como son los descargos 
presentados y los recursos de reposición y en subsidio apelación interpuestos contra la resolución 
sancionatoria, respetando de esta manera el derecho al debido proceso. 

Frente a los argumentos señalados por la actora en su demanda en especial a las siguientes afirmaciones: 

“(…) Los actos impugnados vulneran el artículo 29 constitucional que establece como 
obligación asegurar a los administrados el debido proceso con ocasión de las actuaciones 
administrativas que se surtan, en cada una de sus etapas procesales, de modo que el particular 
pueda ejercer plenamente su defensa, así como el respeto a la garantía de presunción de 
inocencia. El cumplimiento exige que las garantías al debido proceso para el administrado 
realmente se cumplan y sean consecuencia de una línea de comportamiento constante durante 
toda la actuación. Argumentos que permiten la declaratoria de nulidad de las resoluciones 
demandadas. 
 
Vale la pena resaltar que ETB cumplió a cabalidad con la solicitud de cancelación del servicio 
por parte de a la usuaria, quien decidió desistir de su queja en razón a que entendió que el 
cumplimiento se dio en debida forma.”  
(…) 

 
Cabe advertir frente al principio de Presunción de Inocencia, este garantiza no sufrir sanción en el orden 
administrativo sancionador, sin previa actividad probatoria, por lo tanto es preciso tener en cuenta que para 
concluir con la imposición de la sanción se llevó a cabo un procedimiento que aras de establecer si el 
proveedor de servicio de comunicaciones transgredió lo dispuesto en los numerales 6 y 12 de los artículos 
53 y 64 de la Ley 1341 de 2009, respectivamente, así como en los literales g) y h) del numeral 10.1 y el 
artículo 39 de la Resolución CRC 3066 de 2011, para lo cual se respetaron las garantías protegidas 
constitucionalmente, nótese que dichas garantías exigidas en un proceso administrativo, para el caso que 
nos convoca se atendieron y respetaron tanto para el demandante como para los demás interesados, así se 
tiene que se le permitió manifestar lo que considerara el demandante dentro de la actuación administrativa, 
se le permitió allegar las pruebas que considerara pertinentes e incluso presentar los recursos de ley, y con 
fundamento en las pruebas aportadas dentro del proceso se concluyó con la imposición de la sanción, por 
lo que es claro que no existe vulneración del debido proceso. 
 
Frente a la violación del debido proceso y al escrito de desistimiento, la Entidad teniendo en cuenta el 
reconocimiento de la favorabilidad al usuario del servicio de comunicaciones, no ordeno cumplir dicho deber 
sino solo imponer la sanción atribuible por la omisión en el deber legal establecido; como ya se argumentó, 
el hecho de que el operador reconociera la favorabilidad al usuario, no lo exime de responsabilidad por la 
omisión en el deber de respuesta oportuna y efectiva a los PQR, y el simple hecho de omitir ese deber legal 
y constitucional permite a la Entidad imponer las sanciones correspondientes por no reconocer ni cumplir 
con los deberes legales para la protección del usuario de comunicaciones. Por lo que una vez más, se le 
demuestra señor juez que el cargo de violación argumentado por el demandante es improcedente pues no 
goza de asidero jurídico alguno.  
 
5.4. FRENTE A LA INFRACCIÓN POR DESCONOCIMIENTO DEL ARTÍCULO 18 DEL C.P.A.C.A 
DEROGADO PARCIALMENTE POR LA LEY 1755 DE 2015 - VIOLACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA 
Y AL DEBIDO PROCESO 
 
Sostiene la parte demandante que, en presencia del desistimiento suscrito por parte de la señora MARÍA 
LUCERO ARELLANO MÁRQUEZ, quien con su queja diera lugar a la actuación administrativa, el fallador 
de primera instancia no debió desestimar el escrito de desistimiento, so pena de incurrir en la inaplicación 
del artículo 18 de la Ley 1755 de 2015, lo por tanto la infracción tipificada en la investigación se fundó con 
desconocimiento en el derecho de audiencia y al derecho del debido proceso, por cuanto lo que debía hacer 
la Superintendencia era revocar el acto sancionatorio y como consecuencia el cierre y archivo del proceso, 



 

 
 
 
 
 
 
 

así como si consideraba continuar de oficio con la actuación debió motivar la decisión, pues los hechos 
sustento de inconformidad fueron solucionados a favor de la reclamante.  
 
Al respecto, es claro que el desistimiento del usuario, más allá de constituirse en prueba del presunto 
cumplimiento de las pretensiones, no tiene la aptitud para controvertir los fundamentos de la resolución 
recurrida, en la cual se sancionó la infracción a sus obligaciones legales, de cara a las normas imputadas. 
 
Es importante recordar que el Decreto 4886 de 2011 en su artículo 13 numeral 3 establece corno una de las 
funciones a cargo de la Dirección de Protección a Usuarios de Servicios de Comunicaciones "(...) Tramitar 
y decidir las investigaciones en contra de proveedores de servicios de telecomunicaciones por presuntas 
infracciones al régimen de protección a usuarios de los servicios de telecomunicaciones y adoptar las 
medidas y sanciones que correspondan de acuerdo a la ley (...)".  Asimismo, debe tenerse en cuenta que 
dicha posición armoniza con lo dispuesto en el artículo 18 del C.P.A.C.A., cuando establece frente a la 
validez del desistimiento dentro de una actuación de índole administrativa que, "(...) las autoridades podrán 
continuar de oficio la actuación si la consideran necesaria por razones de interés público; en tal caso 
expedirán resolución motivada (...)", de tal suerte que la presentación del desistimiento no tiene efecto 
extintivo de la actuación administrativa adelantada. 
 
En este punto, es claro que la Superintendencia de Industria y Comercio ejerció su poder de vigilancia, 
independientemente de la queja o denuncia presentada, en la medida en que lo que se pretende a través 
de la vía administrativa, es salvaguardar el cumplimiento de medidas de orden público de obligatorio 
cumplimiento y no la protección de un interés particular y concreto; pues la investigación surtida no se dirigía 
a verificar la existencia de conflictos particulares, sino la posible violación al régimen de protección de los 
derechos de los usuarios de servicios de comunicaciones, según lo cual, la actuación podía iniciarse (i) de 
oficio, con base en cualquier información que reposara en la Entidad sobre una conducta infractora de las 
normas sobre protección a los usuarios de comunicaciones, o (ii) a solicitud de cualquier persona.   
 
De acuerdo con la naturaleza jurídica de este tipo de actuaciones administrativas sancionatorias, lo que se 
analiza concretamente, es la incursión o no del investigado en una conducta que sea considerada como una 
infracción administrativa; lo que puede entenderse en términos generales como los actos u omisiones que 
derivan en el incumplimiento de obligaciones administrativas definidas por el legislador o por la entidad 
pública a la que le corresponda vigilar, controlar, supervisar y desarrollar el sector en especial. 
 
En este orden de ideas, resulta pertinente aclarar que el desistimiento del usuario no es óbice para que la 
Entidad pueda preceder a imponer las correspondientes sanciones administrativas, toda vez que la finalidad 
de las investigaciones no tiene como único propósito proteger el interés particular de quienes se ven 
afectados por las acciones de los proveedores, sino también tiene como objetivo principal garantizar la 
debida observancia del Régimen Integral de Protección de los Derechos de los Usuarios de los Servicios de 
Comunicaciones, el cual se ve cuestionado, cuando sus disposiciones son desconocidas por los 
proveedores de servicios, razón por la cual, se hace necesaria la intervención de la autoridad reafirmando 
la vigencia de la norma. 
 
Luego, así se hayan satisfecho las peticiones del usuario que alertó a la autoridad, la investigación puede 
continuar y habrá lugar a imponer las sanciones administrativas, siempre que se verifique la infracción a las 
normas del régimen integral de protección de usuarios de servicios de comunicaciones, pues tales 
comportamientos afectan al conglomerado de manera general, resultando irrelevante el actuar desplegado 
con miras a que sea archivada la actuación administrativa. 
 
Al respecto la H. Corte Constitucional en su jurisprudencia ha determinado lo siguiente: 
 

"(...) Por regla general, los regímenes sancionatorios en Colombia se rigen por el principio de 
oficiosidad, en virtud del cual las autoridades a quienes se ha confiado la administración del 
poder sancionatorio, deben impulsar la actuación sin contar necesariamente con el concurso 
de los afectados por la conducta investigada. Esta concepción se enmarca dentro de los fines 
estatales de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Carta, y la vigencia de un orden justo (art. 2 C.P.). 



 

 
 
 
 
 
 
 

 
De manera excepcional, en algunos ámbitos normativos sancionatorios se acoge el principio 
dispositivo en virtud del cual la acción no puede iniciarse sino a instancia de la víctima o 
perjudicado con la infracción, y se prevé así mismo la correlativa potestad del ofendido de poner 
fin a la acción penal mediante la figura del desistimiento. Conforme a esta opción, en los 
eventos específicamente previstos en la Ley, se permite a los particulares disponer el inicio o 
culminación de una actuación, esto último a través de la figura del desistimiento que implica el 
abandono voluntario del procedimiento. 
 
La aceptación del desistimiento con efectos extintivos de la acción constituye una decisión del 
legislador en materia sancionatoria que responde a valoraciones de diferente orden, tales como 
(i) la naturaleza y entidad de los bienes jurídicos que se encuentran comprometidos en la 
infracción; (ii) el interés público o privado involucrado en la conducta correspondiente; (iii) la 
potencialidad lesiva que la conducta represente; (iv) los intereses estatales de prevención 
involucrados en las prohibiciones correspondientes, entre otros. 
 
(...) Para la jurisprudencia, es la naturaleza pública o privada de los intereses que han sido 
objeto de amenaza o lesión, lo que determina la posibilidad de aceptar el desistimiento con 
efectos extintivos de la acción, o su impulso oficioso, (Subraya fuera del texto). 
 

Por tanto, es claro que el desistimiento de la usuaria no es impedimento para que la autoridad pueda 
proceder a imponer las correspondientes sanciones administrativas, toda vez que la finalidad de las 
investigaciones no tiene como único propósito proteger el interés particular de quienes se ven afectados por 
las acciones de los proveedores, sino también tiene como objetivo principal garantizar la vigencia del 
Régimen de Protección de los Usuarios de Servicios de Comunicaciones, el cual se ve cuestionado en 
cuanto a su vigencia y aplicación, cuando sus disposiciones son desconocidas por los proveedores, razón 
por la cual, se hace necesaria la intervención de la autoridad reafirmando la vigencia de la norma. En 
consecuencia, aunque se hayan satisfecho las pretensiones del usuario, la investigación administrativa 
puede continuar y habrá lugar a imponer las sanciones administrativas, cuando quiera que se verifique la 
infracción a las normas del Régimen de Comunicaciones, pues tales comportamientos afectan a los usuarios 
en general. 
 
De acuerdo con lo anterior, en la investigación no solo se indago la favorabilidad de las pretensiones del 
usuario sino el desacato de una normativa, y la consecuente privación al interesado del ejercicio efectivo de 
los derechos reconocidos a su favor. En efecto, la conducta del proveedor es la que pone en entredicho la 
vigencia del ordenamiento, lo cual constituye una infracción normativa y justifica la correspondiente sanción 
administrativa. 
 
En este orden de ideas, la relevancia de la transgresión de las normas imputadas a la investigada, 
claramente está en contra vía del interés general, puesto que la misma implica una vulneración a lo previsto 
en los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 de la Ley 1341 de 2009, respectivamente, así como en los 
literales g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución CRC 3066 de 2011, vulneración que a su 
vez conlleva al desconocimiento del derecho de defensa y el debido proceso de los usuarios, si se tiene en 
cuenta que ésta ha sido la herramienta que le ha brindado la Ley a los consumidores de los servicios de 
comunicaciones para que pongan de presente las inquietudes o inconformidades que tengan, respecto a los 
servicios que les prestan los proveedores con todas las garantías procesales. En ese sentido, es oportuno 
anotar que dentro de un Estado Social de Derecho como el nuestro, la vulneración de un derecho 
fundamental es concebida como una alteración grave al estado de cosas constitucionales en el que deben 
mantenerse los derechos de los ciudadanos y, en consecuencia, se hace necesaria la actuación inmediata 
y oportuna del Estado para que se adopten las medidas correctivas y de restablecimiento necesarias en pro 
de su defensa, así como para que se declaren e impongan las consecuencias negativas previstas legalmente 
para quien lo vulneró. 
 
En ese orden de ideas y teniendo en cuenta que se allegó un documento en el cual la usuaria desistió de la 
acción administrativa, lo cierto es que el mismo no fue tenido en cuenta por la Entidad, pues de conformidad 



 

 
 
 
 
 
 
 

con lo que se ha expuesto, la actuación administrativa continuó por considerar que el actuar de la sociedad 
va en contravía del interés general. 
 
Continuando, vale la pena advertir que existen expedientes que se relacionan a continuación, en los cuales 
se le impuso sanción a la sociedad ETB, pese a que existió desistimientos al interior de las actuaciones 
administrativas, no obstante, tales desistimientos no tuvieron la vocación para terminar las actuaciones, y por el 
contrario concluyeron con la imposición de sanciones por parte de la SIC al operador, las cuales se citan: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En conclusión, la Superintendencia de Industria y Comercio al proferir los actos administrativos no vulneró 
las normas en que debería fundarse pues su actuación se sujetó al interés general, de conformidad a lo 
establecido en la normatividad vigente, en tanto sus actuaciones buscan la protección del interés público, 
situación que advirtió en cada uno de los actos administrativos proferidos y de los cuales se pretende la 
nulidad, así las cosas, frente a las consideraciones anteriores, no es de recibo el argumento del demandante. 
 
5.5. FRENTE AL CARGO DE INDEBIDA TIPIFICACIÓN POR INOBSERVAR LOS CRITERIOS LEGALES 
PARA LA DEFINICIÓN DE LA SANCIÓN. VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 
 
Sobre este punto sostiene el demandante que no se tienen en cuenta el momento de tasar la sanción los 
criterios expuestos en el artículo 66 de la ley 1341 de 2011, lo cual es completamente contrario a lo que se 
evidencia en las resoluciones pues como se enuncia en estas al momento de realizar dicha tasación se tiene 
en cuenta la gravedad de la falta y la vulneración a lo dispuesto en el artículo 66 de la Resolución CRC 3066 
de 2011. 

Al estudiar la naturaleza de la infracción se tiene en cuenta varios de los criterios a que se hace referencia 
en el artículo antes mencionado, de la ley 1341, como se verá más adelante, dicho estudio permitirá 
determinar cómo existe un alto grado de gravedad en la conducta, como se produce un daño al afectar la 
confianza legítima del usuario no solo en la empresa de telecomunicaciones sino en la institucionalidad de 
la Superintendencia, caso en el cual se tuvo en cuenta en la Resolución No. 85 del 04 de enero de 2019, 
donde al momento de tasar la multa se fijó como criterios la gravedad de la falta y la reincidencia, tal cual 
como lo define el artículo 66 de la Ley 1341 de 2009: 

“Artículo 66. Criterios para la definición de las sanciones. Para definir las sanciones aplicables 
se deberá tener en cuenta: 
 
1. La gravedad de la falta. 
2. Daño producido. 
3. Reincidencia en la comisión de los hechos. 
4. La proporcionalidad entre la falta y la sanción. 
 
En todo caso, el acto administrativo que imponga una sanción deberá incluir la valoración de 
los criterios antes anotados.” 
 

Para determinar la gravedad de la infracción y la magnitud del daño producido hay que ver primero  como 
entre las funciones de la SIC se encuentra, velar por el cabal cumplimiento del régimen de protección a 
usuarios de servicios de telecomunicaciones, para analizar posteriormente que en el caso concreto existió 
una violación a este régimen, debido a que el quejoso puso en conocimiento de la Superintendencia que la 
Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá-E.T.B. S.A. E.S.P, no atendió oportuna y adecuadamente sus 
peticiones, a pesar de la favorabilidad que le habría otorgado. 

RESOLUCIÓN EXPEDIENTE DECISIÓN 

38536-10 8-72372 SE IMPUSO SANCIÓN 

64861-13 13-5625 SE IMPUSO SANCIÓN 

65106-14 13-32539 SE IMPUSO SANCIÓN 

60500-13 13-9101 SE IMPUSO SANCIÓN 

53319-13 12-09721 SE IMPUSO SANCIÓN 

89536-15 13-41683 SE IMPUSO SANCIÓN 



 

 
 
 
 
 
 
 

“Artículo 1°. Funciones generales. La Superintendencia de Industria y Comercio ejercerá las 
funciones establecidas en la Ley 155 de 1959, el Decreto 3307 de 1963, el Decreto 1302 de 
1964, los Decretos 3466 y 3467 de 1982, el Decreto 2876 de 1984, el Decreto 2153 de 1992, 
el Decreto 2269 de 1993, la Ley 256 de 1996, la Ley 446 de 1998, la Ley 527 de 1999, el 
Decreto 1130 de 1999, el Decreto 1747 de 2000, la Ley 643 de 2001, el Decreto 3081 de 2005, 
el Decreto 3144 de 2008, la Ley 1266 de 2008, las Leyes 1335,1340 y 1341 de 2009, la Ley 
1369 de 2009, el Decreto 4130 de 2011, y el Decreto 4176 de 2011, y aquellas que modifiquen 
o adicionen las anteriores, las demás que le señalen las normas vigentes y las que le delegue 
el Presidente de República. 

La Superintendencia de Industria y Comercio ejercerá las siguientes funciones: 

32. Velar en los términos establecidos por la ley y la regulación expedida por la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones, por la observancia de las disposiciones sobre protección al 
consumidor y los usuarios de los servicios de telecomunicaciones y dar  

trámite a las quejas o reclamaciones que se presenten. 

33. Resolver los recursos de apelación y queja que se interpongan contra las decisiones 
adoptadas en primera instancia por los proveedores de los servicios de telecomunicaciones. 

34. Reconocer los efectos del silencio administrativo positivo en los casos de solicitudes no 
atendidas adecuadamente por los proveedores de servicios de telecomunicaciones dentro del 
término legal e imponer las sanciones que correspondan de acuerdo con la ley. 

35. Ordenar modificaciones a los contratos entre proveedores y comercializadores de redes y 
servicios de telecomunicaciones o entre estos y sus usuarios, cuando sus estipulaciones sean 
contrarias al régimen de telecomunicaciones o afecten los derechos de estos últimos. 

36. Imponer, previa investigación, de acuerdo con el procedimiento aplicable, sanciones por 
violación de las normas sobre protección al consumidor y del régimen de protección a usuarios 
de los servicios de telecomunicaciones.”  Subraya fuera de texto. 

Teniendo en cuenta lo anterior, viendo que la infracción está relacionada con derechos de los consumidores 
de servicios de telecomunicaciones; que los consumidores son considerados por la jurisprudencia como 
importantes valores constitucionales; que existe con dicho incumplimiento una vulneración a la confianza 
legítima del usuario de telecomunicaciones quien esperaría que se le respondiera a sus peticiones, es 
imposible obviar la importancia que reviste la conducta reprochada, tal como lo estipula la Corte 
Constitucional en Sentencia  C-909 del 2012:  

“La libertad económica debe estar orientada a preservar valiosos bienes constitucionales, como 
la seguridad, la salubridad pública, el ambiente, los derechos de los consumidores, el 
patrimonio cultural de la nación, entre otros.”  

Así las cosas, es claro que sí se tuvieron en cuenta los criterios del artículo 66 de la Ley 1341 de 2009 al 
momento de imponer la sanción, esto se evidencia en la argumentación que se encuentra plasmada en las 
resoluciones demandadas, donde se sostiene que el criterio tenido en cuenta se refiere a la naturaleza de 
la falta y a su relación con la gravedad de la falta, teniendo en cuenta de igual forma la reincidencia de la 
conducta por parte del operador de servicios, tal como se plasma en la resolución, criterios que son de una 
u otra forma un resumen de la serie de argumentos a que nos referimos anteriormente, en que se desarrolla 
con mayor cuidado la ocurrencia y magnitud de los juicios orientadores de la imposición de sanciones 
establecido en el artículo 66 de la Ley 1341 de 2009, de modo que contrario a lo expuesto por el demandante 
en su escrito existe una observación cuidadosa de dichos criterios de tal forma que este argumento no es 
óbice en forma alguna para sostener que las Resoluciones son nulas.   

5.6. FRENTE AL CARGO DE DESCONOCIMIENTO DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LA 
SANCION. VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 
 



 

 
 
 
 
 
 
 

Respecto a los señalamientos del demandante en cuanto a la desproporcionalidad de la sanción impuesta en 
los actos administrativos, y la transgresión correlativa de los artículos 65 y 66 de la ley 1341 de 2009, es preciso 
analizar la norma invocada.  
 

“Artículo 65. Sanciones. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o civil en que pueda incurrir el 
infractor, la persona natural o jurídica que incurra en cualquiera de las infracciones señaladas en 
el artículo 64 de la presente ley, será sancionada, además de la orden de cesación inmediata de 
la conducta que sea contraria a las disposiciones previstas en esta ley, con: 
 
1. Amonestación. 
2. Multa hasta por el equivalente a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales. 
3. Suspensión de la operación al público hasta por dos (2) meses. 
4. Caducidad del contrato o cancelación de la licencia, autorización o permiso. 
 
Artículo 66. Criterios para la definición de las sanciones. Para definir las sanciones aplicables se 
deberá tener en cuenta: 
 
1. La gravedad de la falta. 
2. Daño producido. 
3. Reincidencia en la comisión de los hechos. 
4. La proporcionalidad entre la falta y la sanción. 
En todo caso, el acto administrativo que imponga una sanción deberá incluir la valoración de los 
criterios antes anotados.” 
 

En concordancia con lo ya señalado, cabe recordar que la administración a través de los actos administrativos 
que resuelven los recursos de reposición y apelación pueden modificar, adicionar o aclarar las razones de 
derecho que fundamentan la decisión cuando a ello haya lugar. Como ocurrió en el presente caso, dado que al 
advertir que en primera instancia no se había valorado el desistimiento presentado, mediante Resolución No. 
23768 del 27 de junio de 2019 se disminuyó el monto de la sanción impuesta en veinte (20SMLMV) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.  De esta forma la Entidad una vez decide la imposición de la sanción 
establece que los criterios señalados en la Ley 1341 de 2009, no obstante, dentro de la resolución del recurso 
de reposición y apelación, la Entidad fundamentó la proporcionalidad de la sanción conforme a la gravedad de 
la omisión del deber legal en la protección del usuario de comunicaciones, en la comisión de la conducta 
desplegada por la parte demandante, lo que implica que la sanción impuesta se encuentra dentro del marco de 
proporcionalidad, es decir, es correlativa con las circunstancias fácticas puestas a consideración y los 
presupuestos mismos de la norma invocada.  
 
Al respecto el Consejo de Estado ha dicho: 
 

“Con relación a la proporcionalidad de la sanción y de la dosimetría punitiva, la Sala la encuentra 
ajustada a la magnitud o alcance de los hechos (…). La motivación consignada en el acto 
sancionatorio y los que lo conformaron en vía gubernativa sirve de sustentación suficiente de dicha 
sanción, al permitir apreciar la magnitud de los hechos, en especial del grado de desatención de 
las peticiones y reclamos de los usuarios, y es en comparación con tales circunstancias que se ha 
de examinar la proporcionalidad de la sanción, y en ese orden la Sala encuentra que esta no 
excede el mérito que encierran tales hechos. 
 
Además, en los actos que resolvieron los recursos de reposición y apelación se hace reseña de 
los motivos de inconformidad en que se sustentan y se les responde con consideraciones de hecho 
y de derecho, de modo que se cumple el requisito de la motivación previsto en el artículo 59 del 
C.C.A., luego carecen de asidero las imputaciones relativas a la falta de motivación de dichos 
actos, que como sustento de su alegada ausencia de proporcionalidad aduce el memoralista. 
 
Por lo demás, la Sala encuentra que las cuestiones alusivas a la afectación del deber funcional 
con los hechos sancionados, inexistencia de perjuicios y de culpabilidad, y falta de estudio de la 
legalidad de las peticiones a fin de establecer si ameritaba o no ser atendidos, no responden a 



 

 
 
 
 
 
 
 

elementos o supuestos normativos que la Superintendencia debiera considerar para decidir la 
investigación administrativa a que dieron lugar las quejas en mención (…)” 3 
 

En consideración a lo anterior, cabe así mismo recordar que la potestad sancionatoria de la Entidad está 
contenida en la misma Ley 1341 de 2009, y en virtud de tal la proporcionalidad de la sanción podrá ser impuesta 
hasta por un total de quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, dependiendo de la 
gravedad de la conducta, y los demás criterios señalados en el artículo 66 de la ley 1341 de 2009.  Bajo ese 
entendido al imponerse la sanción de ochenta y cinco (85) salarios mínimos legales mensuales vigentes  a ETB 
S.A. ESP, es evidente que la graduación de la sanción no es desorbitante ni genera una desproporcionada 
desigualdad frente a las demás sanciones que se imponen por parte de la Entidad, al contrario conforme a los 
argumentos que se han venido desarrollando al reconocerse por el mismo demandante la existencia de esa 
reincidencia en la comisión de la falta, así como el solo hecho de omitir el deber legal impuesto a los operadores 
del servicio de comunicaciones, conminando en un grave perjuicio que no exige la comprobación del daño sino 
el simple hecho de poner en riesgo los intereses de los usuarios con la omisión del deber legal impuesto a 
aquellos, argumentos estos que le permitieron a la Entidad decidir la imposición de la sanción con miras a la 
protección del interés general del usuario o consumidor de los servicios de comunicaciones.    
 
De esta forma, el Despacho debe tener en cuenta que el contenido completo de los actos administrativos 
acusados, no son nulos, por el contrario se ajustan al ordenamiento legal, se encuentran debidamente 
motivados, gozan de legalidad y las sanciones impuestas con dichos actos a ETB S.A. ESP, se encuentran 
fundamentados en los supuestos jurídicos establecidos en la ley con la plena existencia de los presupuestos 
facticos que le permitieron encuadrarse en el ordenamiento para el reproche jurídico establecido en la actuación 
administrativa acusada por el demandante; lo que por consecuencia permite demostrar a su honorable 
despacho que los cargos elevados por el demandante no deben prosperar por carecer de asidero jurídico y 
sustento legal.  

5.7. INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DEL ARTÍCULO 44 DEL CPACA - PROPORCIONALIDAD DE 
LA SANCIÓN  

Manifiesta la demandante que, con la expedición de las resoluciones demandadas la SIC incurrió en la 
vulneración del artículo 44 del CPCA en los siguientes términos: 

 
"Como lo señala la doctrina, la proporcionalidad ha tenido eco como una reacción a la 
discrecionalidad de la administración y más que todo, debido a sus abusos, pues si el órgano 
administrativo decide soberanamente sobre la sanción, ésta sigue los mismos parámetros al 
graduarla, cayendo en el despropósito de la arbitrariedad. Lo anterior teniendo en cuenta que 
la administración cuenta con un margen de apreciación para el discernimiento sobre la 
gravedad o levedad de las infracciones, y en relación con ello, la graduación de las respectivas 
sanciones".  
 
(…) 
 
Ahora bien, como se puede evidenciar los actos demandados, la Dirección de Investigaciones 
De Protección de Usuarios de Comunicaciones- Superintendencia de Industria y Comercio, no 
tuvo en cuenta los criterios de la dosimetría, lo que derivó en una decisión sancionatorio 
claramente desmesurada. 

La Corte Constitucional, en materia de imposición de sanciones por parte de la Administración, ha 
establecido en su jurisprudencia lo siguiente:4 

 
"(...) Para la Corte es claro que la potestad de evaluación de la gravedad de la falta debe dejarse 
a juicio de la Administración, pues sólo ella tiene conocimiento inmediato de la dimensión y 

                                                           
3 Sentencia del 12 de noviembre de 2009. Consejo de Estado. M.P. Rafael Ostau de Lafont Pianeta. 

4 'Corte Constitucional Sentencia C-1153 de 2005 M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra. 



 

 
 
 
 
 
 
 

repercusiones de la conducta reprochable. Por ello no resulta violatorio del principio de reserva 
de ley en materia sancionatoria que la Administración evalúe la gravedad de la conducta e 
imponga las sanciones dentro del marco establecido por el legislador, pues con que la ley haya 
determinado las faltas y las sanciones se entiende satisfecho el principio de legalidad (...)". 

 

Por lo tanto, la graduación de la sanción que esta Superintendencia realiza en virtud de la facultad 
sancionatoria legalmente atribuida, es de carácter discrecional5, pero no absoluta, esto es, no depende de 
la aplicación de criterios subjetivos. En efecto, el monto de la sanción que se aplica en cada caso, se 
encuentra gobernado por criterios definidos legalmente, como el de gravedad de la falta, que en materia de 
servicios de comunicaciones se encuentra contenido en el artículo 66 de la Ley 1341 de 2009. 

Precisamente, la norma que particularmente autoriza la aplicación de la sanción en materia de servicios de 
comunicaciones, para el caso concreto es el artículo 65 de la Ley 1341 de 2009, el cual estableció unos 
rangos máximos en atención a la naturaleza de la infracción, los que sirven de parámetro a la autoridad 
sancionadora para la determinación de la correspondiente sanción, permitiendo la imposición de multas por 
una cantidad que oscila entre uno (1) y quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes., 
en ejercicio de la facultad discrecional de la que se encuentra investida esta Superintendencia, se realiza la 
dosimetría de la sanción en atención a los extremos máximos y mínimos de la norma y a los criterios de 
dosimetría que se exponen a continuación. 

Es preciso anotar que para la ponderación de los criterios, no necesariamente deben encontrarse 
configurados todos los allí previstos a efectos de proceder a sancionar una conducta violatoria del régimen 
de protección de usuarios de comunicaciones, pues eso sería lo mismo que insinuar, en gracia de ejemplo, 
que sí una conducta violatoria del mencionado régimen es cometida por primera vez, no pudiese ser 
sancionada en razón de la necesidad de verificarse la reincidencia; o que una conducta gravosa por sí misma 
en razón del precepto normativo vulnerado, no pudiese ser sancionada por no entrañar un daño 
efectivamente verificable al usuario. 

 
• Gravedad de la falta 

Ahora bien, en consonancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 66 de la Ley 1341 de 2009, en el 
cual se estableció, como criterios para la definición de las sanciones, entre otros, la gravedad de la falta, la 
SIC, concluye que evaluada la conducta objeto de reproche, la gravedad de la misma es de tal entidad que 
implica un desconocimiento al derecho otorgado al usuario en virtud de la favorabilidad concedida dentro de 
la relación contractual, inobservando el principio que la rige, esto es, el de buena fe consagrado en el artículo 
5 del Régimen de Protección Integral de los Derechos de los Usuarios de los Servicios de Comunicaciones, 
en los siguientes términos "(...) Los usuarios y los proveedores de servicios de comunicaciones deben 
respetar los derechos y obligaciones que se derivan para cada una de las partes como consecuencia del 
contrato de prestación de servicios de comunicaciones, de acuerdo con lo establecido en la Ley y la 
regulación vigente (...)". 

Por lo cual, el proveedor al resolver de manera favorable una solicitud del usuario, y omitir dar cumplimiento 
dentro de un término razonable y diligentemente, desconoce el derecho que radicó en cabeza del mismo 
dentro de la relación contractual, situación que hace imperante la intervención de esta Entidad como Ente 
de Inspección, Vigilancia y Control, para garantizar la efectividad de los derechos de los usuarios de los 
servicios de comunicaciones. 

Para nuestro caso, cuando el proveedor concede una favorabilidad a un usuario y se la comunica, ha creado 
un derecho que impone que esa respuesta favorable a sus pretensiones se perfeccione y se lleve a cabo de 
manera oportuna y efectiva, situación que en este asunto no se presentó, pues acaeció de manera tardía. 

                                                           
5 Artículo 44 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  



 

 
 
 
 
 
 
 

 
• Reincidencia. 

Ahora bien, respecto de la reincidencia en la comisión de los hechos, es necesario efectuar un análisis 
profundo, a partir de la renuencia permanente del proveedor de servicios de cumplir con la regulación 
establecida, pues esta circunstancia y no otra, es la que determina la necesidad de imponer una mayor 
sanción, con la finalidad de generar un castigo acorde a la gravedad de la conducta para el proveedor 
investigado, y enviar un mensaje de carácter general a la comunidad acerca de las consecuencias jurídicas 
que puede acarrear el hecho de vulnerar de manera repetitiva y permanente el ordenamiento jurídico. 

De lo anterior, cabe precisar que la SIC ha sancionado en reiteradas ocasiones a la sociedad investigada 
por la vulneración de lo dispuesto en los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 de la Ley 1341 de 2009, 
respectivamente, así como en los literales g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la Resolución CRC 
3066 de 2011. 

Es pertinente indicar que el criterio de la reincidencia en las conductas contrarias al ordenamiento jurídico, 
debe medirse a la luz de la injustificada repetición de la conducta antijurídica del proveedor que ya se tiene 
como consumada, y por ende, da lugar a la necesidad de imponer una sanción mayor; está de más decir, 
que la sanción debe encontrarse dentro de los rangos previstos en el artículo 65 de la Ley 1341 de 2009. 

En este sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, en Sentencia del 12 de junio de 2008, dentro de 
la Radicación No. 25000-23-31-000-2003-01131-01, en donde, respecto de la tasación que efectuó la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en una Resolución Sancionatoria contra la ETB por 
violación continuada al derecho de petición de los usuarios, indicó lo siguiente: 

 
(...)"igual ocurre con el factor de la reincidencia a que se alude en las consideraciones de la 
resolución acusada para dosificar o tasar la sanción impuesta, toda vez que lo confunde con él 
antecedente penal, el cual sí requiere la sentencia ejecutoriada. La reincidencia aludida prevista 
en el artículo 81.2 ibídem, es la repetición de la conducta omisiva por la actora y que la entidad 
demandada advierte diciendo que "se evidencia la permanente tendencia a no responder a los 
usuarios dentro del término previsto en la ley" (folio 197), lo cual encuentra suficiente asidero 
en el abultado número de los quejosos en este caso concreto que no obtuvieron respuesta a 
sus peticiones y, por ende, a quienes les fue violado su derecho de petición, como quiera que 
ascienden a 119 suscriptores, de los 123 que conformaron inicialmente el conjunto de 
querellantes, cuyas respetivas peticiones aparecen presentadas en diferentes fechas (...)" 

De conformidad con lo anterior y teniendo en cuenta que la investigada ha sido reincidente en su conducta, 
la cual ha sido objeto de sanción en fallos emitidos por la SIC, tal como se evidencia en las investigaciones 
administrativas adelantadas bajo los números de radicado 12-60899,12-57513, 13-178614, 13-228654 y 13-
4919, la Dirección de Protección de Usuarios de servicios de comunicaciones de la SIC, consideró imperioso 
imponer una sanción ejemplar, que no solo permita dimensionar la gravedad de la conducta por sí misma, 
sino que genere un reproche por la reiterada tendencia a vulnerar el Régimen de Protección de los Usuarios 
de Servicios de Comunicaciones, por vía de la trasgresión de los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 
de la Ley 1341 de 2009, respectivamente, así como en los literales g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 
de la Resolución CRC 3066 de 2011.  

Por lo cual, y en consonancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 66 de la Ley 1341 de 2009, en el 
cual se estableció, como criterio para la definición de las sanciones, entre otros, la gravedad de la falta y la 
reincidencia, por lo cual se concluye que evaluada la conducta objeto de reproche, la gravedad de la misma 
es de tal entidad que no solo contraviene lo dispuesto en los numerales 6 y 12 de los artículos 53 y 64 de la 
Ley 1341 de 2009, respectivamente, así como en los literales g) y h) del numeral 10.1 y el artículo 39 de la 
Resolución CRC 3066 de 2011; sino que a su vez, constituye una vulneración al Régimen de Protección de 
usuarios del servicio de comunicaciones en la medida que el proveedor de servicios no está cumpliendo con 
su deber legal de dar cumplimiento oportuno a las obligaciones impuestas por el régimen jurídico de los 
usuarios de comunicaciones. 



 

 
 
 
 
 
 
 

Es necesario reiterar que el desistimiento del usuario no es impedimento para que esta autoridad pueda 
proceder a imponer la correspondiente sanción administrativa, toda vez que la finalidad de las 
investigaciones no tiene como único propósito proteger el interés particular de quienes se ven afectados por 
las acciones de los proveedores, sino también tiene como objetivo principal garantizar la vigencia del 
Régimen de Protección de los Usuarios de Servicios de Comunicaciones, el cual se ve cuestionado en 
cuanto a su vigencia y aplicación, cuando sus disposiciones son desconocidas por los proveedores, razón 
por la cual, se hace necesaria la intervención de la autoridad reafirmando la vigencia de la norma. 

Ahora bien, de acuerdo a lo anterior, los motivos en que se funda el acto sanción objeto de estudio, son 
serios, ciertos, claros, puntuales, suficientes, debidamente motivados y se encuentran soportados con el 
acervo probatorio, referido por el operador del servicio dentro del mismo se encuentran las razones de hecho 
y de derecho que infundieron la expedición de los mismos preservando el principio de legalidad y, desde 
luego, no fue arbitrario ni abusivo por mi representada, no existiendo violación al debido proceso. 

De otro lado, se adecuó el monto de la sanción pecuniaria a dicho juicio de valor y a la finalidad perseguida 
por la norma, aplicando de esta manera un análisis de proporcionalidad entre la falta y la sanción. 

Precisamente, se procede a imponer la sanción recurrida con fundamento en la gravedad de la falta y la 
reincidencia, ya que con la conducta desplegada por la sociedad investigada se desconoció lo establecido 
en la regulación infringida, por lo que no es procedente el argumento dirigido a cuestionar la dosimetría 
sancionatoria y la aplicación del principio de proporcionalidad al momento de establecer la sanción, pues 
como bien se indicó la graduación de la sanción impuesta fue el resultado del criterio antes señalado, de las 
pruebas obrantes en el expediente y en consideración a las circunstancias particulares de la investigación 
que ocupa la atención de esta Superintendencia. 

Finalmente, en cuanto a lo argumentado por la demandante en el sentido que en el acto administrativo 
mediante el cual se impone la sanción se debe incluir la valoración de todos los criterios anotados en el 
artículo 66 de la Ley 1341 de 2009, se advierte, que entendida la norma de la forma en la que la recurrente 
pretende que se aplique, se generaría una traba injustificada para la administración, pues implicaría 
encontrar en todos los supuestos que se expongan bajo su escrutinio el listado de criterios que la norma 
establece, lo que haría nugatorio a la postre el poder coercitivo que descansa en manos de la administración, 
en el evento en que uno de los criterios no se haga verificable. Ello sucedería, por ejemplo, si en un 
determinado caso el criterio denominado "reincidencia en la comisión de los hechos", no pudiera 
establecerse cuando se examina la ocurrencia de una conducta por primera vez, lo que conduciría, si se 
acoge el argumento de la recurrente, a que la administración se tendría que inhibir de imponer la sanción 
correspondiente por no poderse fundamentar el reproche en la totalidad de los criterios previstos por la ley. 
Por lo ya expuesto, no resulta fundado el argumento de la demandante. 

Finalmente, esta defensa se permite con el respeto debido, solicitar a su Honorable despacho que por todos 
los motivos antes esgrimidos declare la improcedencia de la Nulidad de los actos administrativos acusados, 
por cuanto, desde inicio de la presente investigación se informó la conducta que daba lugar a la formulación 
de cargos, la sanción a imponer y la relación existente entre estas y en consecuencia de la facultad 
discrecional de la que se encuentra legalmente investida, realizando el ejercicio de dosimetría de la sanción 
sin perder de vista los extremos máximos y mínimos previstos en la norma, quedando demostrado que las 
Resoluciones acusadas gozan de presunción de legalidad, por estar debidamente motivadas, respetar los 
derechos al debido proceso, defensa e igualdad de las partes, encontrarse ajustadas a derecho conforme a 
los criterios legales y jurisprudenciales.  En concordancia con lo expuesto, los cargos de violación señalados 
por la demandante no están llamados a prosperar, ya que la conducta sancionada por la Superintendencia 
de Industria y Comercio, está claramente descrita en la Ley 1341 de 2009 y la CRC de 2016. 

Por todo lo anterior se solicita se nieguen todas las pretensiones y condenas realizadas por el demandante 
por carecer de asidero y sustento jurídico.    

 
II. PRUEBAS 

 



 

 
 
 
 
 
 
 

Solicito se tengan como pruebas las siguientes: 
 

1. Los documentos obrantes en el expediente administrativo: 16-42734, que fueron remitidos al proceso el día 
02 de octubre de 2020 por medio de correo electrónico, por parte de la Delegatura para la Protección del 
Consumidor de la Superintendencia de Industria y Comercio. 
 

2. Copia de las Resoluciones que a continuación se relacionan en las que dentro de las actuaciones 
administrativa hubo desistimiento por parte de los usuarios quejosos, pero que no por ello, se archivó los 
expedientes y por el contrario se le impuso sanción al operador ETB.  

             
 

 

 
 
 
 
 
 
Con esta prueba se pretende demostrar que, cada caso objeto de investigación en la SIC es independiente, 
único y que guarda unas particularidades propias de tiempo, modo y lugar que no pueden ser decididas de 
manera homogénea y uniforme con ocasión a que se presenta o no una determinada situación, cuando lo 
que determina la sanción o exoneración de una conducta es lo que se hallé, se pruebe o no en atención 
total a las disposiciones que versan sobre la materia, tal y como sucedió en el caso que nos ocupa.  
 

3. Las que su Despacho considere pertinente decretar y practicar de oficio. 
 
 

VII. ANEXOS 
 

1. Poder debidamente conferido por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Industria y 
Comercio y sus anexos.  
 

2. Copia de los antecedentes administrativos contentivos en el expediente 16-42734 de la Dirección de protección 
de los Usuarios de Servicios de Comunicaciones.  
 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en la Secretaría de la Sección Primera del Consejo de Estado, o en la Oficina Asesora Jurídica de 
la Superintendencia de Industria y Comercio ubicada en la Carrera 13 No 27-00, Piso Décimo de Bogotá D. C.  
 
Correo de la Superintendencia de Industria y Comercio: notificacionesjud@sic.gov.co, a la suscrita en la 
dirección de correo electrónico: jcarvajal@sic.gov.co. 
 
Atentamente,  
 
 
   
JENNY PATRICIA CARVAJAL CIFUENTES 
C.C. No. 52.804.593 de Bogotá. 
T.P. 175424 del C.S. de la J.  
 
Elaboró: Jenny Carvajal 
Revisó: Neyireth Briceño Ramírez 
Aprobó: Neyireth Briceño Ramírez 

 
Anexo:  107 folios. 

RESOLUCIÓN EXPEDIENTE DECISIÓN 

38536-10 8-72372 SE IMPUSO SANCIÓN 

64861-13 13-5625 SE IMPUSO SANCIÓN 

65106-14 13-32539 SE IMPUSO SANCIÓN 

60500-13 13-9101 SE IMPUSO SANCIÓN 

53319-13 12-09721 SE IMPUSO SANCIÓN 

89536-15 13-41683 SE IMPUSO SANCIÓN 
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Señores 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN PRIMERA 
Carrera 57 N° 43-91 Sede CAN 
BOGOTA D.C.—COLOMBIA 
 
Acción: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicado: 11001-3334-003-2020-00045-00 
Demandante: EMPRESA DE TELÉFONOS DE BOGOTÁ S.A. ESP 

Demandado: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
Actuación:  PODER  
 
Respetados Señores: 
 
ROCÍO SOACHA PEDRAZA, mayor de edad, vecina de esta ciudad e identificada como aparece al pie de mi firma, 
actuando en virtud de la delegación realizada por el Superintendente de Industria y Comercio, mediante 
Resoluciones Nos. 11748 del 16 de marzo de 2020 , 291 del 07 de enero de 2020, 12165 del 16 de marzo de 2016, 
y Acta de Posesión N° 7042 del 16 de marzo de 2016, por medio de las cuales se me faculta para representar a la 
Entidad en actuaciones judiciales y administrativas, las cuales se incorporan al presente memorial, respetuosamente 
manifiesto al señor Juez que, confiero PODER ESPECIAL a la doctora JENNY PATRICIA CARVAJAL 
CIFUENTES, abogada en ejercicio, vinculada a esta entidad, con tarjeta profesional No. 175424 del Consejo 
Superior de la Judicatura, identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.804.593 de Bogotá, para que en nombre 
de la Entidad que represento, adelante y lleve hasta su culminación las actuaciones necesarias en defensa de los 
intereses de la Entidad, estando facultada para conciliar, interponer recursos, sustituir, y en fin, todas aquellas 
gestiones inherentes dirigidas a la defensa de los intereses de la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO, dentro del proceso de la referencia. 
 
En atención a la expedición de los Decretos 457 del 22 de marzo y 637 del 6 de mayo de 2020 de la Presidencia de 
la Republica de Colombia, mediante los cuales se imparten instrucciones para el cumplimiento del Aislamiento 
Preventivo Obligatorio en el todo el territorio colombiano y se prorroga el estado de emergencia sanitaria, el Decreto 
491 del 28 de marzo de 2020, mediante el cual, se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la 
prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y 
se toman medidas para la protección laboral y de los contratistas de prestación de servicios de las entidades 
públicas todos emitidos en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica generado por la 
pandemia del Covid-19, respetuosamente solicito al señor(a) Juez(a) reconocerle personería para actuar a la Dra. 
JENNY PATRICIA CARVAJAL CIFUENTES, dándole el valor procesal suficiente a este memorial en concordancia 
con el inciso final del artículo 74 del Código General del Proceso (CGP), quien queda investida de todas las 
facultades inherentes al presente poder y en especial las de conciliar, transigir, desistir, sustituir, reasumir y demás 
necesarias para el cabal cumplimiento del presente mandato en concordancia con el artículo 77 ibídem.  
 
Igualmente, en atención a lo estipulado en el artículo 5 del Decreto 806 del 4 de junio de 2020 y el párrafo 4 del 
artículo 13 del Acuerdo PCSJA20-11546 del 25 de abril de 2020 emitido por el Consejo Superior de la Judicatura, 
este poder no requerirá la formalidad de la presentación o autenticación personal de quien lo otorga.  
 
La apoderada podrá ser notificada al correo electrónico jcarvajal@sic.gov.co dirección inscrita en el Registro 
Nacional de Abogados, según lo preceptuado en la norma citada. Sin perjuicio de que la notificación igualmente 
deba surtirse al correo institucional notificacionesjud@sic.gov.co, en cumplimiento de lo estipulado en el artículo 
197 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).  
 
 
Atentamente, 
 
 
 
ROCÍO SOACHA PEDRAZA 
C.C. No. 52.081.980 de Bogotá D.C. 
 
 
Acepto el mandato, 
 
 
 
JENNY PATRICIA CARVAJAL CIFUENTES 
C.C. No. 52.804.593 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 175424 del C.S. de la J. 






















































































































































































































